Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 44 minutos.) 


-Con respecto al cuarto punto del Orden del Día, que tiene que ver con la extensión del 
servicio de garantía de alquiler a los arrendamientos de locales comerciales e industriales con destino 
a la micro y pequeña empresa, quiero decir que se ha repartido un comparativo entre el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes y las modificaciones propuestas por quien habla. 
Precisamente, al final del inciso tercero del artículo 3 que establece “Todo ello, sin perjuicio de la 
facultad de ANDA de disponer la sustitución de la garantía,” se agrega la frase “previo consentimiento 
del propietario”. Vale decir que la Cámara de Representantes incluyó esta referencia de igual forma 
que todas las que contienen los reglamentos de ANDA y de la Contaduría General de la Nación, sin 
incluir el previo consentimiento del propietario, pero la idea es mejorar la legislación, por eso aquí se 
agrega. 


Luego, con respecto al artículo 4* -que hace referencia a lo establecido en el 3*- vale decir 
que no hay ningún desalojo que sea por otra razón que falta de pago; todos los demás desalojos -ya 
sea por cambio de razón social, deterioro de la vivienda, etcétera- no los hacen ANDA ni la Contaduría 
General de la Nación, sino los propietarios. O sea que la única manera de ejercer la modalidad del 
desalojo es por falta de pago, porque ANDA o la Contaduría General de la Nación deben seguir 
pagando aunque el inquilino no abone, porque son como intermediarios. Entonces, en ese artículo 4”, 
luego de su frase inicial “En cualquier etapa de un procedimiento judicial” proponemos que se agregue 
la frase “de desalojo por falta de pago”. 


Reitero que estamos hablando del artículo 4%, que deriva del artículo 3%, que habla de cuando 
ANDA hace los trámites de desalojo. Cabe señalar que fue el señor Senador Moreira quien insistió en 
este punto. 


Con respecto al artículo 5* y luego de su frase inicial: “En todo caso, hasta tanto no se haya 
procedido al lanzamiento, el inquilino podrá sustituir la garantía” proponemos que se establezca “previo 
consentimiento del propietario y de la Asociación Nacional de Afiliados (ANDA)”, continuando el artículo 
tal cual está redactado actualmente, es decir, “quedando en tal supuesto clausurados de oficio los 
procedimientos”. 


Esto es a favor del inquilino, porque si se cancelan las acciones muchas veces ANDA no 
inicia otro juicio para reclamar, por ejemplo, un mes y medio de alquiler, sino que lo pasa a pérdida 
para no iniciar nuevos trámites con abogados y demás. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, pasaríamos a votar el articulado. 
En consideración el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 3% con la modificación propuesta. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 4% con la modificación propuesta. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 5% con la modificación propuesta. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 6*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Ha quedado aprobado y vuelve a la Cámara de Representantes. 


Si los señores Senadores están de acuerdo puedo informar este proyecto de ley relativo a 
ANDA. 


(Apoyado.) 


La Mesa aclara que a partir de este momento la Comisión ha quedado sin número para votar, 
pero puede seguir sesionando. 


Con respecto al primer punto del Orden del Día, quisiera saber si los señores Senadores 
tienen opinión formada al respecto. No he analizado el artículo en cuestión, pero me da la impresión de 
que es correcto; quien iba a estudiar esto era el señor Senador Nin Novoa, que no se encuentra 
presente. De cualquier modo, podemos postergar su consideración. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota presentada por integrantes de la Comisión Directiva de la Asociación de Docentes de 
Enseñanza Secundaria (ADES), filial Montevideo de la Federación Nacional de Profesores de 
Enseñanza Secundaria (Fenapes), de fecha 5 de noviembre, por la que comunican sus 
consideraciones acerca del proyecto de ley a estudio por el que se deroga el artículo 1? del Decreto 
Ley N* 14.414, de 12 de agosto de 1975, en la redacción dada por el artículo 194 de la Ley N* 16.462, 
de 11 de enero de 1994 (Carpeta N* 929/2012 - Distribuido N* 1492/2012). 


Informe remitido vía electrónica por el Consejo de Educación Secundaria de ANEP, sobre 
cantidad de docentes discriminados por departamento y situaciones en que se concedió prórroga en 
forma tácita. (Carpeta N* 929/2012). 


Estos dos documentos se han repartido en la tarde de hoy.” 


-Como dije, no podemos resolver nada, pero sí se puede armar el Orden del Día del martes 
próximo, que dedicaremos a lo relativo al Código General del Proceso —lo incluiríamos como primer 
punto- apuntando a terminar la consideración de este tema. La Mesa consulta al señor Senador 
Pasquet si puede presentar un informe al respecto. 


SEÑOR PASQUET.- Sí, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, incluiremos como segundo punto del Orden del Día el proyecto 
vinculado a la ANEP. 


Con respecto al proyecto de ley sobre el Tráfico Ilícito de Armas: ¿cómo venimos? 


SEÑOR PASQUET.- He leído un informe radicalmente contrario al proyecto de ley y confieso, además, 
que no he podido avanzar más allá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el problema está en algunos nudos, pero con respecto al resto, 
todos están de acuerdo. Por ejemplo, se plantea la situación de cuando alguien va para el campo, lleva 
municiones y no es el titular. Si las razones que esgrime son razonables, no podría estar penado. 


Otro tema es el de la caza deportiva respecto al cual quizás no tendríamos que ser tan 
restrictivos y habilitar ciertas situaciones, más allá de que es una actividad para la cual hay establecida 
una serie de trámites, no está al libre albedrío. Además, en este caso se usan ciertas municiones, 
como también ocurre en la competencia de tiro. En mi opinión, tendríamos que mirar las observaciones 
de la última columna que dice que la Federación Uruguaya de Tiro Práctico y la Asociación Uruguaya 
de Coleccionista de Armas y Municiones han dicho que están de acuerdo con el proyecto de ley, pero 
quieren flexibilizar ciertas cosas, y tratar de analizarlo artículo por artículo -si no me equivoco son 9 
artículos- el próximo martes, incluyéndolo como tercer punto del orden del día. ¿Les parece bien? 


SEÑOR PASQUET.- Pienso que no llegaremos a tratarlo el próximo martes. Tenemos pendiente la 
consideración del Código General del Proceso que será extenso y el tema de la ANEP. Creo que 
podemos incluirlo a modo de declaración de intención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Planteo incluirlo en el Orden del Día porque, tal vez en esa sesión, algún 
señor Senador prefiera no poner a votación el Código General del Proceso. 


SEÑOR PASQUET.- El problema se plantea con el artículo 2". 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que habría que trabajarlo un poquito. 


SEÑOR PASQUET.- El informe del Instituto Uruguayo de Derecho Penal de la Universidad de la 
República es radicalmente contrario; por ejemplo, critica la técnica legislativa del artículo 2%. Entonces, 
a tenor de lo manifestado en el informe habría que partir de cero y redactarlo nuevamente; quizá sea lo 
mejor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, el artículo 2% sería medular en el proyecto de ley; así pues 
debemos trabajar en él. 


Con respecto al Código de la Niñez y la Adolescencia, en la Bancada oficialista estamos 
trabajando una idea -lo hemos consultado con el Poder Ejecutivo- manifestada por el Fiscal Sayagués 
quien decía que la retención que haga el Juez sea por delitos de homicidio, secuestro y rapiña, y nos 
dio el siguiente ejemplo. Si alguien saca un revólver de juguete para robar y la víctima no se da cuenta, 
entonces, no tuvo la intención de matar. Podemos poner un caso verídico en el que participaron dos 
muchachos: uno queda esperando en la moto, mientras que el otro entra con un revólver de juguete, 
agarra la caja y cuando se dispone a llevársela, el guardia de seguridad dispara, mata a uno de los 


jóvenes y al otro lo hiere en la pierna. Está seis meses internado y por supuesto le salvan la vida, pero 
era un revólver de juguete, no había intención de matar. Diferente es el caso del muchacho que fue a 
La Pasiva, salta y mata, o cuando violan a alguien aunque no haya violencia. Este último es un caso 
más complejo, porque lo hacen a través de una suerte de amenazas. Por ejemplo, un muchacho viola 
a una madre a través de amenazas verbales a su bebito ya que con solo tironear del niño, este se 
puede morir. Así se logra un supuesto consentimiento, pero estamos ante una violación. También está 
el caso del secuestro en el que algunos jóvenes entran a una casa -hay muchos otros casos que 
después veremos cómo se llevan al papel- donde podemos ir a un año de condena o incluso más. 
Ahora, cuando no estamos hablando de esos delitos, ir a un año resulta pesado, que no quiere decir 
tampoco que los soltemos enseguida. 


Reflexionemos sobre lo siguiente. Supongamos que un par de muchachos cometen un delito y 
los atrapa la Policía. En la medida en que exista violencia, hurto o rapiña, lo primero que se les impone 
es que hasta que no se dicta sentencia no se los podrá liberar; por supuesto, siempre que haya una 
presunción del Juez de que realmente tienen que ver con el delito. Frente a cuestiones de esta 
naturaleza, es decir, violentas, el proyecto de ley fija el plazo de un año, pero nuestra idea es bajarlo a 
ocho meses y establecer que cuando ocurran determinados hechos, el plazo que regirá no será el de 
los doce meses sino el de dieciséis. Si luego el Juez lo declara inocente, lo dejará en libertad; en caso 
contrario, y le infringiera una pena menor, actuará la pena. Si se tratara de una pena mayor, 
obviamente, no será porque lo soltaron y lo volvieron a agarrar. Después acordaremos una redacción 
para la norma, pero este es el razonamiento que hacemos. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Gallinal.) 


-Informo al señor Senador Gallinal que la Comisión acaba de introducir modificaciones al 
proyecto de ley relativo a la Asociación Nacional de Afiliados (ANDA), que fue aprobado y quien habla 
será el miembro informante. 


Con respecto al proyecto de ley relativo al tráfico ilícito de armas, la Comisión quedó sin 
quórum por unos minutos, razón por la cual no pudo ser aprobado. En este caso habría que estudiar 
fundamentalmente el artículo 2*. 


Sobre el proyecto de ley relacionado con la Administración Nacional de Educación Pública, ha 
llegado nueva información pero nadie de los aquí presentes pudo analizarla; por lo tanto, lo incluimos 
como segundo punto del orden del día de la próxima sesión porque, en primer término, figura el relativo 
al Código General del Proceso, sobre el que el señor Senador Pasquet se comprometió a hacer un 
informe. Y, ahora, estamos considerando el Código de la Niñez y la Adolescencia, sobre todo, las 
modificaciones de cuatro artículos. Sobre el artículo final, que prevé la creación de una Comisión 
Especial en un plazo de treinta días, estamos todos de acuerdo, pues entendemos que es un plazo 
aceptable. 


Con respecto al artículo 1%, referido a los tipos de infracción, podría hacerse alguna 
corrección. 


Por el artículo 2* se habilita el desarrollo de la audiencia preliminar, que agilitaría el proceso 
y, por último, el artículo 3% -que es clave- estaría incluyendo un artículo 116 bis. En este sentido, 
estábamos trasmitiendo información de que la Bancada oficialista, luego de realizadas algunas 
consultas, estaríamos dispuestos a bajar -aclaro que no tenemos una redacción definitiva al respecto- 
el plazo previsto y a agregar algún artículo que establezca que cuando ocurran casos de violación, 
secuestro u homicidio, el mismo supere el plazo de un año. Aclaro que estamos hablando del literal d) 
del artículo 116 bis -aún no lo tenemos redactado- y tomando como referencia lo manifestado por el 
Fiscal Sayagués a raíz del hecho ocurrido en un comercio al que ingresaron un par de muchachos a 
asaltar con una pistola de juguete. Él transmitió que se debía diferenciar entre quien va a robar o 
rapiñar y quien lo hace con una intención superior porque, en este caso, el muchacho portaba una 
pistola de juguete. Entonces, estamos evaluando la posibilidad de que la redacción contemple una 
diferenciación en este sentido y presentarla en la próxima sesión de la Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- Tal vez no se está teniendo en cuenta que la privación de libertad por doce meses 
prevista en el literal b) del artículo 116 bis, estaría impuesta por la sentencia de condena. Estamos 
hablando de alguien que está condenado y, en ese caso, transcurrido cierto tiempo -cumplida la mitad 
de la medida impuesta, según el literal c) del mismo artículo- se puede solicitar la libertad anticipada. O 
sea que el tiempo efectivo, de privación de libertad, podría no superar los seis meses. Esto no es algo 
teórico. Según la información que nos ha dado el propio Defensor Público, doctor Sayagués, sabemos 


que la Justicia que actúa en estos casos tiene un criterio muy amplio y benevolente y que el 85% de los 
menores infractores condenados son privados de libertad seis meses o menos. Así es como funciona la 
Justicia de adolescentes hoy. Vuelvo a decir que el plazo previsto para la privación de libertad de un 
año es teórico y que el 85% de los casos no llega nunca a cumplirlo. Todo esto está referido a delitos 
gravísimos como, por ejemplo, la rapiña. Si bien es cierto que no es lo mismo rapiñar con un arma de 
verdad que hacerlo con una de juguete, también lo es que a los efectos de la alarma de la población y 
la sensación de inseguridad que afecta a la sociedad es lo mismo, porque quien es rapiñado no sabe 
que el revólver es de juguete. Entonces, el gran susto, la perturbación de la vida doméstica y la alarma 
pública, es igual. ¡Por algo el tipo de delito es el mismo! En función de todo lo expuesto y de las 
normas leídas en el Código y su aplicación en la realidad, creo que no habría que modificar este 
planteo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo mismo que expresaba el señor Senador, quiero decir que en algunos 
casos de homicidios -todos conocemos al menor que se lo volvió a soltar y volvió a matar- se trata de 
sacarle discrecionalidad al Juez. Sin embargo, también sabemos que el Juez puede otorgar la libertad 
una vez transcurrida la mitad de la medida impuesta. Entonces, quizás sea poco tiempo establecer un 
plazo de doce meses para el homicidio, pero un año representa mucho tiempo cuando no hay riesgo 
de vida. Vuelvo a decir que en el 80% o en el 85% de los casos, a mitad de la pena, se puede otorgar 
la libertad. Sabemos que estamos hablando de situaciones gravísimas; por lo tanto, el hecho de 
intentar lograr una diferenciación es tan engorrosa que no se puede hacer. 


Nosotros aspiramos a encontrar un camino que nos permita separar al homicida de La Pasiva, 
del que estaba “de campana” o del que ¡ba con el revólver de juguete -que además “se comió” dos tiros 
en las piernas- y al que le correspondería un año de pena, independientemente de que a los seis 
meses lo podrían soltar. Aunque no es fácil, vamos a tratar de encontrar un mecanismo que 
desagregue. 


SEÑOR PASQUET.- Quizás, tras el cumplimiento de una fracción menor de la pena impuesta, se 
podría buscar la forma de que se habilitara la solicitud de libertad anticipada. Con ello no se modificaría 
la pena mínima de un año, pero se habilitaría a que en ciertos casos cuando, por ejemplo, no se 
hubiera utilizado un arma para producir daño y cumplida una parte de la pena -lo que se entienda 
pertinente- se pudiera pedir la libertad anticipada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podría ser. 


Informamos a la señora Senadora Moreira y al señor Senador Da Rosa que aprobamos el 
proyecto de ANDA, que el martes próximo vamos a considerar como primer punto del Orden del Día el 
Código General del Proceso; en segundo lugar, un proyecto de ley sobre la educación pública y, en 
tercer término, un proyecto de ley sobre el tráfico ilícito de armas, aunque no creo que podamos tratarlo 
en la próxima sesión. 


Además, anuncié que teníamos la intención de desagregar para estos delitos gravísimos que 
no llegan a dañar la vida, y también hablamos de dar algún mes más a delitos tales como el homicidio 
de La Pasiva. Lo que estamos haciendo es quitarle al Juez una discrecionalidad, en ciertas 
circunstancias. El señor Senador Pasquet mencionaba la posibilidad de dar un elemento discrecional al 
Juez cuando ocurren ciertas circunstancias 


SEÑORA MOREIRA.- Con respecto al tema del tráfico ilícito de armas, quiero decir que la Asociación 
Uruguaya de Coleccionistas de Armas y Municiones me pidió una entrevista porque estaban 
interesados en modificar una ley que establece el impedimento para usar las armas que llevan balas 
dum-dum, que son las que utilizan los cazadores. Me parecería adecuado realizar una consulta al 
Poder Ejecutivo sobre la preocupación de los coleccionistas de armas -aunque no tiene que ver con 
este texto sino con una ley anterior, cuyo número no recuerdo- para saber si efectivamente se podría 
modificar o realizar una excepción para esos casos. 


Si bien comparto la propuesta del señor Senador Michelini en el sentido de modificar el 
Código de la Niñez y la Adolescencia, quisiera saber si la modificación del mínimo de pena de un año, 
inexcarcelable antes de los seis meses para los menores, podría ser especificando cuando se trata de 
lesiones graves y gravísimas. Creo que ya hay una modificación que eliminó la equiparación que había 
entre el intento de rapiña y la rapiña consumada, pero como las lesiones graves y gravísimas se copian 
del Código Penal, no sé si tenemos posibilidad de discriminar dentro del listado de lesiones graves y 
gravísimas, de tal manera de separar la rapiña con excesiva violencia, del resto de las rapiñas. ¿Se 
podría hacer eso sin modificar el Código Penal? 


También me gustaría preguntar al señor Senador Pasquet cuál fue la modificación que 
sugirió sobre la manera en que el Juez administra la pena, porque no la entendí. 


SEÑOR PASQUET.- Pensando en voz alta y buscando distintas posibilidades para contemplar las 
inquietudes que planteaba el señor Senador Michelini, dije que se podría considerar una forma más 
amplia de solicitar la libertad anticipada. En ciertos casos, que habría que definir, se podría solicitar la 
libertad anticipada antes de haber cumplido la mitad de la pena, por ejemplo, habiendo cumplido una 
tercera parte de la misma. Ese ajuste se buscaría por la posibilidad de solicitar la libertad y no por la 
posibilidad de la pena mínima. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿La solicitud de libertad anticipada no depende de que se haya dictado 
sentencia? Dada la exigúidad de los plazos, ¿qué probabilidad tenemos de que se haya dictado 
sentencia antes de pedir la libertad anticipada? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que nos han trasmitido aquí es que ese proceso es muy ágil porque en el 
caso de los menores la sentencia está a los tres meses, como máximo, a los cuatro. 


SEÑOR GALLINAL.- Hay que tener cuidado de no incitarlos a hacer rapiñas con armas de juguete 
porque, en definitiva, terminamos en eso, porque el tipo sabe que está rapiñando con un arma de 
juguete -como bien decía el señor Senador Pasquet- pero la víctima no tiene la más remota idea si le 
van a hacer daño o no. Entonces, la situación despierta miedo si la víctima cree que es un arma de 
verdad -porque son casi idénticas a las verdaderas- y al final le estamos dando un estribo para que el 
delincuente rapiñe y tenga penas más benévolas. 


Tengo un conocido, que a esta altura es amigo, que lleva juego clandestino en el Hipódromo 
de Maroñas y comenta que Gardel no tiene la más remota idea de lo que dice cuando habla de que 
“veinte años no es nada”, porque no estuvo un fin de semana preso como él. Repito, hay que tener 
cuidado, porque en definitiva son seis meses de prisión. Si nosotros hacemos la distinción a través de 
la ley, estamos facilitando enormemente el tema que queremos eliminar o combatir, que es el gran 
problema que tiene hoy nuestra sociedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer al revés ese razonamiento: si tuviéramos “el éxito” -entre 
comillas- que obtienen haciendo todas las rapiñas con armas de juguete, se llevarían el dinero, pero 
tendríamos menos muertes. Estamos tratando de recoger lo que han dicho más de una vez quienes 
hemos consultado, porque el proyecto de ley pretende quitar discrecionalidad a los jueces cuando se 
va a los doce meses, ya que estos la han usado, se han ido al piso y nosotros se lo elevamos. En 
algunos casos tenían razón, porque estamos hablando de menores y se podría generar un daño 
adicional. Por más que nos vamos a los doce meses y que después con la libertad anticipada sean 
seis, queríamos encontrar una posible solución. 


Creo que lo que plantea el señor Senador Pasquet puede ser novedoso, en el sentido de que 
quizás no se otorgue discrecionalidad antes sino después. De esta forma quito la discrecionalidad al 
Juez, cualquier rapiña tiene un mínimo de doce meses, se produce la sentencia y luego el Juez, con 
tranquilidad y cuando el abogado presenta el pedido de libertad, si ocurren algunas de las condiciones 
que mencionamos como daño menor o que no afectaron la vida -por supuesto que lo relativo a la 
violación o al secuestro queda de lado, no hay discrecionalidad y se aplicará la pena máxima- podrá 
contar con esa discrecionalidad. Entonces, sería bueno que el Juez pudiera tener esta discrecionalidad 
para el caso de que se esté infringiendo un daño adicional al menor, por el hecho de retenerlo. Puede 
suceder que a veces un menor retenido en esas situaciones de alta peligrosidad termine convirtiéndose 
en un delincuente para el resto de su vida. De esta forma, en lugar de dar esta herramienta al Juez al 
principio, se la damos al final. Quizás este sea un elemento interesante. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera señalar que es importante no olvidar que en esta propuesta los doce 
meses es el mínimo y que, de acuerdo con el Código de la Niñez y la Adolescencia, el máximo de pena 
son cinco años. Por lo tanto, estos doce meses están pensados para los individuos que cometan 
rapiñas con un arma de juguete y para quien utilice un arma cargada y en condiciones de matar, se 
aplicará la pena máxima o cerca de ella. Entonces, no se trata de que todos sean juzgados de la 
misma forma, pero el ajuste se hará de acuerdo con la severidad, aproximándose al máximo de cinco 
años y no intentando perforar el piso de doce meses. Creo que esa es la idea que preside el proyecto 
de ley que plantea el Poder Ejecutivo. Ahora bien; insisto en que la rapiña con arma de juguete también 
es muy dañina y en que no deberíamos mirar las cosas solo del lado del delincuente, sino también del 
de la víctima. En estos casos también se genera un sentimiento de temor y de inseguridad y, además, 
se puede producir -lo hemos visto porque ya ha sucedido- la reacción del comerciante o el particular 


rapiñado que se defiende porque cree que está siendo víctima de un ataque a mano armada. Ha 
sucedido que la víctima responde con un arma, hiere o mata al delincuente y luego cuando tiene que ir 
a declarar y a alegar legítima defensa, si el delincuente tenía un arma de juguete, puede encontrarse 
con que su situación procesal se complica. Entonces, creo que no podemos negar capacidad de 
causar daño a la conducta de quien rapiña con un arma de juguete, porque la víctima no sabe que eso 
es así. Obviamente, si se supiera que el arma es de juguete no habría rapiña y el robo sucede porque 
la víctima no lo sabe, se asusta y en esa situación puede defenderse, generando consecuencias 
imprevisibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pregunto si es lo mismo una rapiña que un homicidio. La verdad es que no 
tengo claro si el mínimo para un homicidio deben ser doce meses y no más. Si ponemos todo en la 
misma bolsa y con el piso quitamos la discrecionalidad al Juez, me pregunto por qué no nos metemos 
en el asunto -luego discutiremos si la pena para la rapiña son ocho o doce meses- y establecemos cuál 
es la pena mínima para la rapiña. Más allá de si el revólver es de juguete o no, ¿cuál es el piso para la 
rapiña? A partir de eso, el Juez tiene discrecionalidad hacia arriba. ¿Cuál es el piso del homicidio? 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que un mínimo de doce meses es bajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Intentemos desagregar, porque quizás en algunos de esos delitos tengamos 
que establecer seis u ocho meses y, en otros, habrá que elevarlo a catorce, dieciséis o dieciocho 
meses. La verdad es que no lo sé, pero esto implica poner un foco de atención en el asunto y el atajo 
que planteaba el señor Senador Pasquet iba en el sentido de dar discrecionalidad al Juez al final. Otra 
posibilidad es no quitar la discrecionalidad al Juez con una perspectiva de que todo va en una misma 
bolsa, sino que cuando se trate de violación, homicidio o secuestro, ese mínimo estará más arriba. 


SEÑORA MOREIRA.- No tengo claro -tal como está tipificada la rapiña en el Código Penal-si en la 
modificación del Código Penal la definición de rapiña está más abierta, pero si tomamos la rapiña 
efectivamente hecha, podemos ver que va desde un empujón para robar una cartera, que es el tipo de 
robo más frecuente a las mujeres en el Uruguay y con violencia mínima, hasta la violencia severa 
asociada al robo de propiedad. En lo personal, me gustaría diferenciar un arrebato con algo de 
violencia -el más común en que se empuja a alguien para robar una cartera- de los actos de violencia 
severa. ¿Por qué digo esto? Porque aquí hemos escuchado que la rapiña es el delito más común entre 
los adolescentes y el 70% de ellos son conducidos al INAU por haber cometido este tipo de falta. Lo 
cierto es que hoy el INAU está trabajando bastante con las medidas alternativas a la privación de la 
libertad, en primer lugar, porque no tiene capacidad locativa suficiente pero, además, para no llevar 
preso a todo el mundo. Entonces, si sabemos que el 70% de los delitos que cometen los adolescentes 
son rapiñas -no recuerdo cuál es el porcentaje de los que no son castigados con prisión, pero es 
bastante más del 30%- me gustaría que se hiciera una diferencia entre el tipo de rapiña, de acuerdo 
con el grado de violencia cometido, para no mandar doce meses al INAU a un arrebatador. Esta es una 
discusión filosófica, pero creo que un joven que empuja a alguien y arrebata una cartera no merece ir 
doce meses al INAU porque, obviamente, habrá un antes y un después en su vida. El siglo XX está 
lleno de novelas sobre niños, arrebatos y hogares; por eso queremos que la privación de libertad siga 
siendo la excepción y no la regla y si sabemos que la rapiña es la regla, tenemos que encontrar una 
manera de hacer una diferencia entre los distintos tipos. 


SEÑOR PASQUET.- El arrebato es una creación jurisprudencial para no imputar rapiña. A este delito se 
lo llama hurto con arrebato, se procesa por hurto y el individuo tiene todas las ventajas resultantes de 
esa tipificación. Entonces, está claro que cuando hay arrebato no hay rapiña. Ahora bien; sabemos que 
técnicamente debería ser rapiña, pero en los hechos la jurisprudencia ha hecho esta adaptación para 
dar un camino de salida. De todos modos, creo que debemos tener cuidado, porque ya sabemos cómo 
funciona esto y una vez creado el camino de salida, inevitablemente la jurisprudencia lo ensancha. En 
consecuencia, si nosotros desde la ley comenzamos a distinguir distintos tipos de rapiña, vamos a 
alterar toda la sistemática del Código Penal, lanzándonos por un camino más o menos improvisado 
que, seguramente, desde el punto de vista técnico presentará muchas falencias. Pero, además, 
facilitaremos que una jurisprudencia muy benévola -como lo dicen todos quienes han venido a 
comentar cómo funciona el Código de la Niñez y la Adolescencia- siga encontrando caminos para no 
aplicar normas con un criterio severo, que es lo que la sociedad está demandando en este momento. 
Entonces, podremos encontrarnos con que hacemos todo el esfuerzo para implementar las medidas 
propuestas por el Poder Ejecutivo para mejorar la convivencia y al final del camino adelantamos poco o 
nada, ya que sabemos que hecha la ley, hecha la trampa. Por tanto, si la propia ley presenta caminos 
de salida con disposiciones con demasiada amplitud, al final, todo esto quedará en nada. Me parece 
que en esta materia hay que actuar con un criterio muy afinado. 


SEÑOR GALLINAL..- La diferenciación que pretende la señora Senadora Moreira ya está hecha en los 
Códigos, porque el Juez tiene discrecionalidad en función de todos los elementos fácticos para decidir 
cuál es la pena que le va a aplicar a la persona. Entonces, el Juez siempre va a diferenciar, porque no 
es lo mismo para él una rapiña cometida con un tipo de violencia, que otra cometida con mayor 
gravedad. Quiere decir que esa diferenciación ya está hecha. De manera que ahí ya pierde razón de 
ser el tema de los menores de 18 años. ¿Por qué vamos a diferenciar las rapiñas de los menores de 18 
años y no las de mayores de 18 años, si ya están diferenciadas en los propios Códigos? ¿Por qué hay 
que ser más benévolo con un muchacho de 17 años que le aplica un golpe a una señora mayor, que 
con uno de 21 años que aplica el mismo golpe? Me parece que no corresponde, puesto que lo que se 
pretende hacer ya está hecho en los Códigos. Siempre el Juez debe tener un mínimo margen de 
discrecionalidad. ¿Por qué? Porque no hay una receta que contemple toda la casuística, cada caso es 
diferente y el Juez hace una valoración de todos los casos. La reclamación que se hace -hasta donde 
yo tengo entendido- es, justamente, que la discrecionalidad con la que se mueven los jueces siempre 
termina siendo más generosa, más benévola que lo que tendría que ser y no me parece que, todavía, 
nosotros insistamos en recorrer ese camino, en profundizarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En el caso de los adultos los jueces no actúan con la benevolencia con que lo 
hacen con los menores. Entonces, lo que estamos haciendo nosotros acá es quitar discrecionalidad al 
Juez hacia abajo, porque hacia arriba tiene hasta los cinco años. Con respecto a los numerales 1), 3) y 
6) -relativos a homicidio, violación y secuestro- del artículo 72, no sé si la pena tiene que ser de doce 
meses o más. Nosotros podríamos decir, por ejemplo, que frente a estas cuestiones vamos a menos 
meses, incluida la rapiña, pero si se trata de su segunda rapiña o más, es decir que es en reiteración, 
de pronto vamos a doce meses, y para los numerales 1), 3) y 6), homicidio, violación y secuestro, 
vamos a equis meses más de pena mínima. Estoy reflexionando en voz alta, porque creo que los 
aportes que todos hacemos son buenos, pero siempre desde la perspectiva de que estamos quitando 
discrecionalidad al Juez. Recordemos que el proyecto de ley tiene dos cometidos: quitar 
discrecionalidad al Juez y decirle al sistema judicial: “Miren que la sociedad, a través de sus 
representantes, está preocupada porque se están dando libertades a nivel de los menores cuando, 
quizás, no debieron darse”. Tenemos que trabajar en este tema para llegar rápidamente a una solución. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que cuando estamos ante determinado tipo de delitos como, por ejemplo, 
homicidio, secuestro y violación, estamos hablando de delitos muy graves y donde el bien jurídico 
tutelado resulta lesionado, si no en forma definitiva, por lo menos de manera muy grave. Entonces, 
creo que allí hay que extremar el celo en cuanto a restringir la discrecionalidad del Juez y establecer 
que el tope mínimo de las penas sea más elevado y que las posibilidades de solicitar la libertad 
anticipada se vean también limitadas, porque estamos hablando de delitos de extrema gravedad, ya 
que la vida de una persona nadie más la va a devolver, así como tampoco el trauma y las 
consecuencias que va a sufrir una mujer como consecuencia de una violación. Me parece que ahí hay 
que extremar el celo, porque por más que estemos hablando de menores, ese menor tiene que sentir 
claramente que el delito que cometió es un comportamiento antisocial, censurado y rechazado por la 
sociedad. Con respecto a los demás temas, creo que podemos establecer un mecanismo más 
benévolo, no sé si tan gradual, puesto que considero que es muy difícil entrar en la diferenciación del 
tipo de rapiña, ya que es complicado distinguir cuál es el tipo de rapiña que debe tener más o menos 
sanción. Creo que deberíamos establecer una escala superior, de exigencia máxima, de 
discrecionalidad, de acotamiento de la discrecionalidad del Juez para estos casos, y luego establecer 
pisos no tan elevados para el caso de las otras faltas gravísimas que están tipificadas en el Código de 
la Niñez y la Adolescencia. En definitiva, no es otra cosa que seguir lo que ha venido diciendo en más 
de una oportunidad el Fiscal Zubía, en el sentido de que el Código de la Niñez y la Adolescencia tiene 
todos los instrumentos para aplicar, pero quizás hubo una excesiva benignidad en su redacción, que ha 
determinado que las cosas no tengan los límites que deben tener en la sociedad y se produzcan 
situaciones de menores que han cometido delitos muy graves y a los pocos meses o días anden 
sueltos por la calle. Esto es lo que tenemos que tratar de evitar y adonde tenemos que apuntar; yo no 
entraría en una excesiva casuística que nos llevaría a tratar de establecer relaciones en cuanto al 
monto de las penas con el Código Penal, diferenciando los distintos tipos de delitos que puede haber 
en este aspecto. Además, los delitos como el de la rapiña me parece que son muy difíciles de distinguir 
en cuanto a cuál tiene más gravedad que otro. Lo que sí tiene que quedar claro es que cuando hay un 
homicidio, una violación o un secuestro, el monto mínimo de la pena es alto y la discrecionalidad del 
Juez se acota considerablemente. 


SEÑORA PINTOS.- Pido disculpas por el desconocimiento, porque no he estudiado este proyecto de 
ley pero, a mi juicio, hay diferencias entre un primario, uno que lo hace en forma reiterada -aunque 
sean penas bajas- y también para indicación del Juez, porque no es lo mismo que llegue a él un 
primario con una pena menor, que si esa misma pena se aplica tres, cuatro o cinco veces y el menor 
sale y vuelve a entrar sucesivamente. Esto hace una diferencia realmente importante. En realidad, tal 
como señaló el señor Senador, todo está expresado en el Código Penal, pero depende de la 


discrecionalidad del Juez en tomar medidas. Creo que al primario habría maneras de rescatarlo, 
aplicándole penas más bajas, sobre todo en el INAU, porque también es una escuela de crimen, en 
tanto el Estado no cuenta con los establecimientos que necesitaría para recuperar a los jóvenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concuerdo con el razonamiento, pero cuando el individuo es primario y 
comete una rapiña extremadamente violenta, solo o con una banda, le estamos quitando 
discrecionalidad al Juez en las penas mínimas. Quizás, frente a ese menor que cometió su primera 
rapiña -o primera rapiña detectada- en forma extremadamente violenta, con armas, solo o con una 
banda, un Juez puede decidir no darle una pena de 12 u 8 meses -si decidimos bajarlo- e ir mucho 
más arriba. 


Cuando se trata de un delito tipificado como un poco más que arrebato, el Juez tiene que 
calificarlo como rapiña -porque el arrebato también es una rapiña- y la pena se eleva a los 12 meses. 
Olvidémonos de los revólveres de juguete. Aquí le quitamos tanto la discrecionalidad a un Juez que 
puede existir un caso en que, incluso, cuando se pide la libertad anticipada, los 6 meses pueden ser 
mucho. 


De todos modos, estudiemos la iniciativa y veamos si logramos consenso. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 42 minutos.) 
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